FUNDAMENTOS

La Ley  11.430 de Tránsito que resultaba de aplicación hasta hace pocos días, ha sido pretendidamente derogada por el DECRETO nº 40/07 del Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, lo que equivale a decir, que esta última norma es inconstitucional, por cuando por elementales principios del derecho, nunca un decreto puede derogar una Ley formal y materialmente vigentes.

La norma cuestionada, dice: 

ARTÍCULO 2.- Aprobar el nuevo Código de Tránsito para la Provincia de Buenos Aires, cuyo texto forma parte integrante como Anexo I del presente acto administrativo, hasta tanto la Honorable Legislatura sancione el proyecto de ley remitido mediante Mensaje 1602, por los motivos expuestos en los considerandos del presente acto.


Medida ésta que no le otorga ninguna validez jurídica, por cuanto si bien EL Poder Ejecutivo remite al Poder Legislativo un proyecto de Ley, esto no asegura que el contenido del mensaje, sea aprobado por este, es mas de ser aprobado, podrían ampliarse, modificarse o suprimirse en forma total o parcial sus disposiciones, circunstancia esto que produce un total estado de indefensión para la Provincia, ya que en el transcurso del lapso que va, desde la vigencia del Decreto, hasta la remota sanción de una Ley que ratifique el mismo, produce consecuencias graves por vacíos de legislación en la materia, y por ende “ Manifiesta inseguridad Jurídica “, 

La situación anómala planteada, es reforzada con el concepto del Artículo 4º, que es, además, deficiente en su técnica legislativa, por cuando no solamente deroga la Ley 11.430 y sus modificatorias, sino “ de toda otra norma se oponga “, circunstancia esta que convierte al decreto en una Ley Marco, ya que de su simple y razonada interpretación puede decirse que disposiciones de carácter  constitucional, civil, penal, laboral, procesal,  a modo de ejemplo, ya que en la práctica, tienen jerarquía Inferiores al Decreto.


Inconstitucional por los motivos expuestos y por cuanto sin amparo legal alguno, otorga a miembros del Poder Ejecutivo Provincial, facultades extraordinarias, como la posibilidad de encuadrar y gestionar acciones, compras y contrataciones, - inclusive las que se encuentren en trámite -, por el solo hecho de que puedan superar la situación de emergencia declarada, lo que hace utilizando la Ley 11.340 mediante, únicamente, resolución fundada del Ministro Secretario competente, en abierta contradicción a los principios fundamentales establecidos en la Ley 7664 de Contabilidad de la Provincia de Buenos Aires, que contiene disposiciones expresas al respecto.

Esto pone fuera del control de los actos de gobierno, toda actividad económico administrativa destinada a la aplicación del Decreto, que dan vida a la idea democrática y republicana de la política actual del Señor Gobernador.

Así el ARTICULO 5.establece: “Facultar a los Ministros Secretarios en los Departamentos de Seguridad y de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, a encuadrar y gestionar las acciones, compras y contrataciones –inclusive las que se encuentren en trámite- destinadas a superar la situación de emergencia declarada en el artículo 1º, en las previsiones del artículo 3º de la Ley 11.340. Dicho encuadre y gestión deberá ser dispuesto, en forma previa, mediante Resolución fundada del Ministro Secretario competente”.

 

Además no pude dejar de observarse la contradicción entre lo expresado en los fundamentos :“resultando los siniestros de tránsito consecuencia de una sumatoria de factores predeterminados y evitables cuyas consecuencias, consistentes en las pérdidas de vidas humanas, lesiones discapacitantes y daños materiales, significan la vulneración de los derechos a la seguridad, a la salud y al goce de una vida digna” 

Es por las propias manifestaciones del Gobernador, que decimos que si las consecuencias y factores  predeterminados, son evitables, porque ha esperado tanto tiempo para tomar medidas que los eviten o propuestas para ello,  hecho que habría  evitado el inútil derramamiento de sangre en los calles, caminos y rutas de la provincia, lo cual nos permite decir, que se ha hecho responsable de lo que hasta hoy en materia de seguridad vial no ha preocupado y ocupado en forma exhaustiva.
 


Pero, no solamente nos permite atribuir responsabilidad al Gobernador lo antes expuesto, si no que de los fundamentos, deviene que es solamente por:


“el importante despliegue policial producido a partir de la implementación del “Operativo Sol 2006-2007” en las rutas que conducen a la Costa Atlántica y las medidas de prevención ejecutadas a través de la Policía de Seguridad Vial, frente a la entidad de los sucesos de público y notorio conocimiento que se han venido registrando en la circulación vial de la Provincia de Buenos Aires, requieren por parte del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires la adopción de medidas de carácter extraordinario a fin de garantizar al ciudadano el ejercicio del derecho a la circulación, en condiciones que aseguren la integridad de las personas que transiten por la vía pública”
 


Así, apreciamos que si no hubiera existido un importante operativo policial en las rutas que nos llevan a la Costa Atlántica, nada se hubiera podido determinar, lo que consecuentemente nos lleva a pensar que nada se hubiera hecho al respecto, lo que agrava la responsabilidad de la autoridad máxima de este estado provincial.

Ahora bien, efectivamente:

“… la Honorable Legislatura se encuentra en receso, circunstancia que hace necesario recurrir a una norma de necesidad y urgencia para aprobar el nuevo cuerpo legal que regula el tránsito y el uso de la vía pública en el territorio de la Provincia de Buenos Aires “

No es por ello que no pueda ocuparse el Poder Legislativo de la aprobación del proyecto  indicado, precisamente por lo que surge del Capítulo III correspondiente a las Atribuciones del Poder Ejecutivo, que en su artículo 144, inciso 8 dice: 

“Convocar a sesiones extraordinarias a la Legislatura o a cualquiera de las Cámaras, cuando lo exija un grande interés público”.

Por ello nos preguntamos, no es acaso la problemática que nos ocupa, un problema grave que le permitiera convocar a los legisladores para la toma de su responsabilidad legislativa; Si no es grave, porque dice recurrir a legislación, a todas luces cuestionable, para encaminar una solución; cual es el parámetro que tiene el Gobernador para determinar la gravedad de los problemas que padece la población; si es el propio Gobernador, la única persona que puede resolver conflictos, es porque algo falla en su sistema de conducción y el marco del entorno de sus colaboradores.

Pero lo más peligroso, es que se ha valido de argumentos superados el derecho en su integralidad, por lo arcaico y de nulo valor jurídico, cuando dice: 

“Que el dictado de normas de necesidad y urgencia, cuando medien circunstancias que así lo justifiquen, ha sido objeto de reiterado ejercicio en la práctica institucional argentina, invocándose, en referencia a ello, que "...el ejercicio de funciones legislativas por el Poder Ejecutivo cuando la necesidad se hace presente y la urgencia lo justifica, cuenta con el respaldo de la mejor doctrina constitucional" (Conf. Bielsa Rafael "Derecho Administrativo", t. 1 pág. 309; Villegas Basavilbaso, Benjamín, "Derecho Administrativo", t. 1, pág. 285 ss.) y también la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha admitido el dictado de actos de tal naturaleza (Fallos 11:405, 23:257);

Propiciamos la posición republicana contraria, tanto doctrinaria como jurisprudencia, bajo la fundamentación que la adopción de medidas por parte del Gobernador Sola, “es una cuestión política “, pero que debe respetar todo el ordenamiento jurídico, por lo que recurrimos a: 

“Fallo de mayo de 2005, en autos “Monner Sans, Ricardo c/Estado Nacional s/amparo ley 16986” -expte. 14.726/04- , que en sus partes pertinentes al respecto dice: 


“Puede afirmarse, siguiendo a Sagües, que: “las mal rotuladas “cuestiones políticas” (como si las demás resoluciones estatales no tuvieran ese carácter) no deben escapar de la óptica de su justiciabilidad.  No se trata, claro está, de sustraer tales asuntos del órgano que, de acuerdo con la Constitución es competente para decidir en ellos, ni de menguar la esfera de discrecionalidad que ese órgano debe tener para adoptar sus pronunciamientos. Sólo se aclara aquí que, como cualquier comportamiento estatal, es obligado que los “actos políticos” se encuentren sometidos a la Constitución; y que esa sumisión sea valorada por los entes aptos para decidir el derecho, o sea, por los tribunales judiciales. El acto político inconstitucional no debe, por tanto, integrar válidamente el derecho argentino; y para que así ocurra es indispensable que sea judicialmente comparado con la Constitución” (Sagües “Derecho Procesal Constitucional”  T. III, Acción de amparo p. 274).”


“Es bueno que el Poder Ejecutivo y el Congreso decidan con libertad y sin injerencias jurisdiccionales, pero resulta insostenible que en el ejercicio de tal autoridad el Poder Ejecutivo y el Legislativo se encuentren eximidos de control. Dicho en otros términos, cuando el Congreso cumple una facultad propia, debe hacerlo de acuerdo con la Constitución  (conf.  Sagües, ob. Cit. P. 274).


En el mismo sentido se pronuncia Bidart Campos, quien concluye que una atribución privativa no significa, inmunidad (Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino T. II p.376).”


Además del mismo fallo se deduce paradójicamente, que la bibliografía utilizada en los fundamentos, es tomada solamente en forma parcial, cuando en el fallo jurisprudencial que utilizamos, dice:

“También se encuentra en la base del concepto de la “democracia” fundada en  la “libertad” que exige ceñir las potestades de los gobernantes, subordinándolas a los ciudadanos, mediante el control que significa conocer qué están haciendo y cómo lo hacen  “Sagües , ob. cit. P. 58, Bielsa , R. “Metodología jurídica p. 479 y ss “

“La división del poder -nota esencial del sistema republicano-; la responsabilidad de los funcionarios por lo que hacen u omiten en la gestión pública; la periodicidad de los mandatos a fin de que los ciudadanos censuren o aprueben y controlen a sus representantes, la igualdad de todos ante la ley, con idéntico rechazo por los privilegios y los clientelismos de toda laya que colonizan el Estado, tienen escasas posibilidades de mantenerse si el secreto oculta la acción gubernamental o parte importante de ella (…)” (Gelli, M. Angélica “El secreto en el Poder y las debilidades de la República).  Señala Goldschmidt que cualquier “cualquier medida de gobierno interesa en una democracia a la totalidad de la población, directa o indirectamente”.


Viendo esta situación, abordada desde un punto de visto gubernamental erróneo jurídicamente, es que solicitamos ser acompañados en la presente solicitud de informes.
PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, para que a través del Señor FISCAL DE ESTADO, en forma urgente, por escrito, produzca la siguiente información respecto al Decreto nº 40/2007 que declara la emergencia vial y deroga la Ley 11.430.

1º) Remita copia de dictámenes determinados por la Ley 7647/70 de Procedimiento Administrativo, que avalan la delegación Legislativa, para la  derogación de la Ley nº 11.430 por un Decreto de esta Gobernación Provincial.

2º) Remita antecedentes sobre dictámenes relacionados con la posición jurídica sustentada por ese Alto Organismo, sobre los Decretos de Necesidad y Urgencia.

3º) Todo otro antecedente que pueda esclarecer la legitimidad de la medida adoptada por el Poder Ejecutivo Provincial, en relación a lo requerido.
